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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / VÍCTIMA DEL CONFLICTO ARMADO / SOLICITUD DE RECONOCIMIENTO DE INDEMNIZACIÓN ADMINISTRATIVA / REQUISITOS / PROCEDIMIENTO QUE DEBE CUMPLIRSE / SE DENIEGA EL AMPARO.
El artículo 23 de nuestra Constitución Política establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…)", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos, como lo son el derecho a la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y a la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva.  

En ese orden de ideas, y como lo ha desarrollado la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que ésta sea de fondo sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante. (…)
… el término con que cuenta la Unidad para pronunciarse de fondo frente a la petición es de 180 días, los cuales se cuentan a partir de la entrada en vigencia la Resolución en cita, es decir, desde el día 6 de junio de 2018, siempre y cuando se logre constatar que la misma fue radicada de manera completa, so pena de la suspensión de ese término, hasta tanto se reúnan todos los documentos necesarios para ese fin. 

Sin embargo, en el sub examine a la Colegiatura no le consta que la accionante hubiese radicado en la Unidad de Víctimas todos los documentos requeridos para evaluar su solicitud de indemnización administrativa; a lo cual se debe aunar, que a simple vista tampoco ha quedado en evidencia si cumple con alguno de los requisitos estipulados para su priorización (artículo 8º Ibídem), o por lo menos ello no consta en la actuación…
REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL 

Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA

Pereira, lunes primero (1º) de abril de dos mil diecinueve (2019) 

Hora: 2:0 p.m.  

Aprobado por Acta No. 334 

	Radicación: 
	660013109006-2019-00011-01

	Procedencia: 
	Juzgado Penal del Circuito   de Pereira

	Accionante: 
	Flor Yesenia Moreno 

	Apoderado: 
	Dr. Silvio Humberto Ramírez Ortiz 

	Accionado: 
	UARIV

	Decisión: 
	Confirma 


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el apoderado judicial de la señora FLOR YESENIA MORENO, en contra de la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira, mediante la cual resolvió no tutelar el derecho fundamental de petición invocado por la parte accionante, por presentarse una carencia actual de objeto por hecho superado.

ANTECEDENTES:

Manifestó el letrado accionante que su representada, la señora FLOR YESENIA MORENO, cuenta con 46 años de edad, padece las patologías de Escoliosis, Lumbago, Epicondilitis Media y dolor en articulación.

Indicó también que la señora FLOR YESENIA MORENO en el año 2003, fue víctima del conflicto armado interno por el hecho de desplazamiento forzado, por lo que se encuentra incluida en el RUV como madre cabeza de familia y beneficiaria desde el año 2010, por lo que en varias ocasiones recibió ayudas y subsidios por parte de la Unidad de Reparación.
Informó que el 26 de junio de 2018 instauró derecho de petición ante la UARIV, en el que solicitó el pago de la indemnización por vía administrativa y que se le informara la fecha cierta y determinada en la que efectuarían la entrega de dicho valor, por lo que el 29 de junio del 2018 la Unidad le informó que a partir del mes de agosto de 2018 debía acercarse al punto de atención más cercano, donde le informarían acerca del trámite para poder acceder a la reparación administrativa, pero no le suministró información alguna a la señora FLOR YESENIA MORENO, por lo que considera que con dicha negativa la entidad accionada está vulnerando los derechos fundamentales de su representada quien se encuentra en un estado de vulnerabilidad manifiesta debido a que no tiene un trabajo y su estado de salud es deficiente
PRETENSIONES:

Con base en lo anterior, solicitó que se tutelen los derechos fundamentales de petición, debido proceso, seguridad social e igualdad de los cuales es titular la señora FLOR YESENIA MORENO, y en consecuencia se ordene a la UARIV dar respuesta de fondo, clara y precisa al derecho de petición radicado el 26 de junio de 2018.
TRÁMITE PROCESAL:

El Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira avocó el conocimiento de la actuación el día 6 de febrero de 2019, y ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a las UARIV para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción. 

El Representante Legal Judicial de la UARIV, se pronunció frente a la acción de tutela informando que la señora FLOR YESENIA MORENO interpuso derecho de petición ante la entidad, al cual se le dio respuesta el 29 de junio de 2018 con la información que correspondía para la época, no obstante lo anterior, como la accionante interpuso acción de tutela, nuevamente la Unidad le envió una respuesta a la accionante el 12 de febrero de 2019.
En la comunicación, le informaron a la señora FLOR YESENIA MORENO que la Unidad, conforme a lo dispuesto en el artículo 15 de la Resolución 01958 del 6 de junio de 2018, tiene hasta el 28 de febrero de 2019 para brindarle una respuesta de fondo sobre el otorgamiento o no de la medida de indemnización administrativa, y además le informó cuál es el procedimiento que habrá de seguir para acceder a la medida indemnizatoria, guardando congruencia con lo pedido. 
En consecuencia, solicitó que se nieguen las peticiones incoadas por el apoderado judicial de la señora FLOR YESENIA. 
Una vez analizada la situación fáctica planteada, el Despacho de conocimiento profirió sentencia en las calendas del 19 de febrero de 2019, en la cual decidió negar el amparo de los derechos constitucionales reclamados por la parte accionante, toda vez que en el transcurso del trámite tutelar la UARIV comunicó a la señora FLOR YESENIA MORENO la fecha probable en la cual se le dará respuesta de fondo a la petición radicada el 26 de junio de 2018, configurándose así una carencia actual de objeto por hecho superado.

FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:

El 22 de febrero de 2019, el apoderado judicial de la señora FLOR YESENIA MORENO presentó escrito mediante el cual impugnó la decisión de primera instancia, manifestando su inconformidad frente a los argumentos del A-quo en los que declara la carencia actual de objeto por hecho superado, debido a que la respuesta a la cual hizo mención el Despacho, no es la misma respuesta que le fue notificada a su mandante, es decir que la entidad no puso en conocimiento tal respuesta por lo que continua la vulneración del derecho fundamental de petición al no cumplirse con los requisitos de eficiencia y notificación de la respuesta emitida por la UARIV.
Solicitó entonces, que se revoque el fallo de tutela proferido por Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira el 19 de febrero de 2019, y en consecuencia, se ordene a la UARIV dar respuesta clara precisa y por escrito a la solicitud de indemnización administrativa presentada por la señora FLOR YESENIA MORENO, en virtud de la eficacia que deben contener las respuestas emitidas por la Unidad de Víctimas.

CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y Decreto 1983 de 2017.

2. Problema Jurídico: 

En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si, en efecto, la UARIV ha vulnerado de manera alguna los derechos fundamentales reclamados por la parte accionante, de manera que deba revocarse el fallo de primer grado, o si por el contrario los argumentos expuestos por el Juez A-quo estuvieron ajustados a derecho.

3. Solución: 

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal específico y directo, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación, o cuando se reclamen de manera concreta y específica.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  

El artículo 23 de nuestra Constitución Política establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…)", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos, como lo son el derecho a la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y a la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva.  

En ese orden de ideas, y como lo ha desarrollado la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que ésta sea de fondo sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión.

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita. (…)
 
”

Por su parte, la Ley 1755 de 2015, por medio de la cual se regula lo concerniente al derecho fundamental de petición, estableció en su artículo 1° (sustituyendo el canon 14 de la Ley 1437 de 2011) los términos con que cuentan las entidades para resolver las distintas modalidades de petición, así: 

“Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción…”

De conformidad con la información obrante en el expediente, se pudo establecer que la pretensión de la señora FLOR YESENIA MORENO estaba encaminada a que a través de este mecanismo constitucional se ordenara a la UARIV que resolviera de fondo el derecho de petición incoado ante esa Dependencia el 26 de junio de 2018, tendiente a que le pagaran la indemnización administrativa debido a que fue víctima de desplazamiento forzado y le informaran la fecha cierta y determinada en que se efectuaría la entrega de dicha indemnización.
Al respecto, se logró constatar que durante el trámite de la acción constitucional, la entidad accionada se pronunció sobre la aludida solicitud, dándole a conocer a la señora FLOR YESENIA MORENO que de conformidad con lo consagrado en el artículo 15 de la Resolución 01958 del 6 de junio de 2018, esa Unidad tenía hasta el 28 de febrero hogaño para adoptar una decisión de fondo con respecto a su solicitud de indemnización, además de informarle los pasos subsiguientes que le precederían a una u otra disposición, pues aclaró que, independiente de si se accedía o no a la medida de indemnización, también es necesario establecer si ella cuenta con alguna condición de urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad, o por el contrario debería estar sujeta al resultado del “método de focalización y priorización” (caracterización) a través de la asignación de un turno. 
En ese sentido, si acudimos a los postulados de la norma referenciada atrás, “Por medio de la cual se establece el procedimiento para el acceso a la medida individual de indemnización administrativa”, encontramos que el Canon 15 (aplicable porque la señora FLOR YESENIA inició el proceso de documentación antes de la entrada en vigencia de la misma), indica: 

“Víctimas con documentación previa de indemnización. En caso de que las víctimas hayan realizado el procedimiento de documentación de indemnización administrativa, de acuerdo con el artículo 7º de la Resolución 848 de 2014, antes de la expedición de esta resolución y no hayan sido informadas del estado de su trámite, la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las víctimas emitirá la decisión de fondo, dentro del término de hasta ciento ochenta (180) días, contados a partir de la fecha de expedición de la presente resolución.

PAR.— Si dentro del término de que trata el presente artículo, la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, evidencia que la documentación requerida para decidir sobre el derecho a la indemnización administrativa se encuentra incompleta, solicitará a la víctima que aporte los documentos faltantes. Hasta tanto no se complete la documentación, se suspenderá el término inicial de hasta ciento ochenta (180) días.

Mírese como, según el texto que antecede, el término con que cuenta la Unidad para pronunciarse de fondo frente a la petición es de 180 días, los cuales se cuentan a partir de la entrada en vigencia la Resolución en cita, es decir, desde el día 6 de junio de 2018, siempre y cuando se logre constatar que la misma fue radicada de manera completa, so pena de la suspensión de ese término, hasta tanto se reúnan todos los documentos necesarios para ese fin. 

Sin embargo, en el sub examine a la Colegiatura no le consta que la accionante hubiese radicado en la Unidad de Víctimas todos los documentos requeridos para evaluar su solicitud de indemnización administrativa; a lo cual se debe aunar, que a simple vista tampoco ha quedado en evidencia si cumple con alguno de los requisitos estipulados para su priorización (artículo 8º Ibídem), o por lo menos ello no consta en la actuación, mírese: 
· “1. Edad. La situación de urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad asociada a este criterio, se presenta cuando, para la fecha de la formulación de la solicitud de indemnización administrativa, la víctima incluida en el registro único de víctimas (RUV), tenga edad igual o superior a los setenta y cuatro (74) años.”, pero la señora FLOR YESENIA tiene 46 años de edad. 
· “2. Enfermedad. Se entenderá que hay situación de urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad por este criterio cuando, para la fecha de la formulación de la solicitud de indemnización administrativa, se acredite tener enfermedad(es) huérfanas, de tipo ruinoso, catastrófico, o de alto costo, de que tratan las resoluciones 2565 de 2007, 3974 de 2009 y 430 de 2013, o cualquier otra enfermedad que produzca una dificultad en el desempeño igual o superior al 40%, conforme al certificado de discapacidad emitido por la entidad promotora de salud (EPS), a la que se encuentre afiliada, de acuerdo con lo previsto en el numeral 3.1 del artículo 3º e inciso 2º del artículo 4º de la Resolución 583 de 2018, expedida por el Ministerio de Salud y Protección Social, o la norma que la modifique o sustituya.”, pero si bien la parte accionante hizo alusión a ciertas patologías por la señora FLOR YESENIA (“ESCOLIOSIS, LUMBAGO, EPICONDILITIS MEDIA y DOLOR EN ARTICULACIÓN”), en primer lugar no acreditó su diagnóstico, y en segundo, tampoco demostró si alguna se enmarca dentro de esas hipótesis de enfermedades calamitosas, insidiosas, huérfanas, etc. 
· “3. Discapacidad. Se entenderá que hay situación de urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad por este criterio, cuando una víctima acredite tener discapacidad y su dificultad en el desempeño sea igual o superior al 40%, conforme al certificado de discapacidad emitido por la entidad promotora de salud (EPS), a la que se encuentre afiliada, de acuerdo con la Resolución 583 de 2018 expedida por el Ministerio de Salud y Protección Social, o la norma que la modifique, sustituya o adicione.” aspecto al cual ni siquiera se hizo alusión en el libelo petitorio. 
Lo dicho hasta ahora, nos lleva a concluir que la respuesta hasta ahora ofrecida por la Unidad de Víctimas no puede tildarse todavía, y menos en esta instancia, como trasgresora de los derechos fundamentales de la accionante, máxime, si se tiene en cuenta que se le está informando cuál es el procedimiento que se habrá de seguir para acceder a la indemnización administrativa.
Teniendo en cuenta lo dicho hasta ahora, se habrá de confirmar la decisión de primer nivel. 
DECISIÓN:

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de esta ciudad, el 19 de febrero de 2019, con ocasión de la acción de tutela promovida por el apoderado judicial de la señora FLOR YESENIA MORENO en contra de la UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS UARIV, ello de acuerdo a las razones explicadas en la parte motiva de la presente decisión. 

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Sentencia T-219 de 2001.


� Sentencia T-219 de 2001.
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